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DE LA CONTRIBUCIÓN TERRITORIAL URBANA 

AL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 

o debe ser, seguramente. 
una coincidencaa el he­
cho de que al escribir so­
bre el enonne trayecto 

que va tk la CTU, ta l como la en­
contramos los Ayuntumientos en 
1979. hasta el 181 que hemos empe­
zado a aplicar en 1990, se esté escri­
biendo, de hecho sobre el largo. 
exageradamente largo, proceso d¡; 
instituc1onali1ación de la Adminis­
tración Local Española. 

Aun a nesgo de parecer una dis­
gresión. debe recordarse forzosa­
mente este largo camino, lan dilata­
do en el tiempo. puesto que segura­
mente el resultado final del 181 
habría sido otro s1 en la España 
posfra 114 u bta las A<lmi ntst raciones 
Locales hubiéramos desempeñado 
un papel distinto del que se nos ha 
asignado 

El hilo conductor de la políuca 
local de los partidos políticos espa-
1ioles con responsabilidades de go­
bierno, tanto en el Gobierno Cen­
tral como en las Comunidades 
Autónomas (rnduidos lo' partidos 
llamados nacionalistas). no es otro 
que el del t1plazamiento constante 
de la resolución de los grandes te­
mas locales. Tarde y a desgana pa­
rece haber sido el lema. 

Sólo bajo este prisma pueden 
comprenderse el inicial atraso hasta 
1979 de la primera convocatoria de 
eleccione~ locales. la gran demora 
en aprobar la nueva Ley Regulado-
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ru de las Ba~es del Régimen Local 
(esperada ha\ta 1985. c;i:.1 -;eis año~ 
de::.pues de las elecciones de 1979) y 
el más largo parto de la Ley 39/88, 
Reguladora de las Haciendas Loca­
les, parcial e infructuosamente par­
cheadas hasta la fecha por una va­
riopinta normativa que. en alguno 
de sus contenidos. mereció la anula­
ción del Tribuna l Constitucional. 

Esta apatia municipalista de los 
partidos políucos cuando llegan a 
los respectivos gobiernos tiene cau­
sas que no deben analizarse. 111 tan 
solo enumerarse. en un articulo 
cuyo objetivo es tan -iolo dar una 
visión municipal y municipalista 
:.obre el IBI. pero tiene unos efectos 
que enmarcan. condicionan, la vida 
municipal. 

Desde la escasa sen si bi 1 id ad re­
novadora en aspecto<> esenciales 

por ejemplo. el obligado ejercicio 
de funambulismo admint~trativo de 
aquellos Entes Locales que preten­
dan intervenir act ivamente en la es­
tructura económica de su ámbito te­
rritorial hasta el eclecticismo que 
ha 1mpera<lo en el tema de las ha­
ciendas locales, los municipios es-

A estas alturas. es evidente que el 181 se 
ha configurado en lineas generales como 

la pnmera /mea de la f1scalidad 
municipal (Oleo de Arcadio Orpé.) 
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pañoles somos los terceros en dis­
cordia. casi en posición de oye11tc.1 
de lo que Gobierno Central y Co­
munidades Autónomas tengan a 
bien organizar y decidir. 

Centrado:. en el tema de los im­
puestos sobre la propiedad . un sen­
cillo ejemplo ilustra hasta qué pun-
10 podía haberse optado por una li­
nea distinta de la actual a Ja hora 
de situar a los Ayuntamientos en el 
entramado institucional español: en 
EEUU. la fuente principal de ingrc­
~os de su Administración Local Ja 
constituye la imposición sobre la 
propiedad: müs del 80 por 100 de 
sus ingresos fiscales . Pero este dalo. 
con ser importante, no es el decisi­
vo. el que marca la diferencia. 

Lo distinto, el otro modelo. nuce 
del hecho de que la propiedad no es 
gravada por el Gobierno Federal . 
mientras que lo-; Gobiernos estata­
lcii van paulatinamente cediendo la 
liscalidad sobre la propiedad n l o~ 

Entes Locales. 
Con todas las mati7aciones que 

deberían introducirse en el modelo. 
fruto de la::. enormes diferencias en­
tre lo:. dos paises. e:. e\ idente que 
nos hallamos ante dos filo)oíías 
contrapuestas: la ce~ión de una 
parle del paquete imposilívo, frente 
a la concurrencia de Administracio­
nes. la autonomía municipal plena­
mente reconocida frente a la tutela 
de unos nl\eles de Administración 
sobre otros. definen los do:. mode­
los y enmarcan suficientemente la 
realidad municipal española. la de 
sus haciendas como parte decisiva 
ele la vida loca l. 

Desde c~tos dec1s1vos condicio­
nantes, hemos de ec;cribir del IBI. 
tal como lo estamos empelando a 
aplicar en el t111o 1990. 

El IBI en la financiación local 

A estas alturas es una total evi­
dencia que el 1 BI se ha configurado 
en líneas generales. como la pnmera 
línea de la liscalidad municipal. Es­
la afirmación no necesi ta. para ev.i­
la r ser red undante. ser comen ta da. 

De entre sus característica:- me 
atrc\O a señalar la.., siguientes: 

• Consolida una línea de corrcs­
ponsabilidad fhcal como filosofía 
de relación económica entre los ni­
veles de Administración Local y 
Central. 

Esta idea de una cierta autono­
mía fiscal viene ~ubrayada pl1r el 
propio mecanismo de reparto del 
Fondo de Compemación. 

• Simplifica notablemente el pa­
norama liscal municipal, al eliminar 
figuras impositivas anacrónica~ y al 
permitir modular de acuerdo con 
las necesidades (y en el marco de la 
banda regulada por la Ley) la re­
caudación deseada. 

• Da al Catastro una concepción 
notablemente 1mís actual. a la vc7 
que prevé la necesaria colaboración 
entre las Administraciones que ob-
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tienen rendímientos fiscales de la 
propiedad. 

• Se diferencia claramente la 
gestión cata:.tral de la gestión tribu­
taria. siendo la primera de ellas 
competencia del Centro de Gcs11ón 
Catastral. y la segunda de los 
Ay un ta mien tos. 

Veamos algo más desarrollada~ 
estas caractcns11cas que la Ley 
39;88. Reguladora de las Haciendas 
Locales. ha conrerido al IBI. 

El marco político 

Sin duda. la mayor carga políti­
ca de los aspectos a comentar estJ 
en el reseñado en el primer lugar: en 
la Ley 39i88 se ha optado por una 
línea de corrcsponsabilización liscal 
que en la pdctica va a tener la má­
"<ima expresión en el ámbito mun1-
c1pal a tra'é' del IBI. 

ViCTOR FAl~RI. en la publicación 
de la Federución de Municipios de 
Cawlunya, 10 any.1 d'Ai111lfa111<!11ts 
de111ocrá1ics. cita como bases para 
reílexinar :.obre los recursos econó­
micos locales los concepws de ¡wrri­
C'ipanón. .rn/lcic•mw . .fle.\ ihilidad y 
au10110111ia. Aclarada a través del 
Fondo de Cooperación y de los im­
puestos de cadtcler local cmíl es la 
participación. y en suspenso la dis­
cusión sobre lu suficiencia. hemo.., 
de comentar cómo se contemplan la 
flexibilidad y la autonomía en el ca­
so del 181. 

Tal como han quedado configu­
rados los recursos propios del mu­
nicipio. el 181 va a ser de entre ellos 
el que gola de mayor ílexibilidad. 
con la condición de que la gestión 
catastral cominúe en la línea de ~os­
tenida mejora experimentada en los 
1'.iltimos año:.. 

La si tuaci ón en 1979 era to ta 1-
mcnte insatisfactoria desde un doble 
punto de vista: a través de la plun1-
ficación urbanís11ca. la calificación 
de los ~uelos era inadecuada o ine­
"<islente. Por otro lado. las bases de 
datos catastra les estaban a años luz 
de ser actuales y los primeros es­
fuerzos para cambiar la situación 
toparon con la opacidad total de la 



Administración. 
La sucesiva aparición de los 

Consorcios, y actualmente, del Cen­
tro de Gestión Catastral y Coopera­
ción Tributaria han mejorado pro­
gresivamen te la situación sin que se 
pueda. no obstante. dar por con­
cluido este proceso de mejora. Más 
adelante, al escribir de gestión ca­
tastral y gestión tributaria. podnín 
ser puestus a consideración algunas 
ideas sobre estos proceso:.. 

La autonomía local implica. ne­
cesariamente. Ja autonomía finan­
ciera. El mayor grado de :wtonomía 
financiera local está, potencialmen­
te. en el 181. Depended del de::.a­
rrollo normativo de la Ley el que 
esta potencial (aunque muy parcial, 
y frecuentemente tachada de insufi­
ciente) autonomía logre desarrollar­
se: dos ob:.táculos. que no deben si­
lenciarse. amenalan el desarrollo 
del 181 tanto en su sentido de ílexi­
bilidad como en el de autonomía. 

A mi parecer, estos obstáculos 
no son otros que. en primer lugar. 
la falta de peso político (ya se1i ala­
dos al principio de este artículo) de 
la vida municipal española. y en 
consecuencia la debilidad de las po­
líticas municipales de los partidos y. 
en segundo lugar, la notoria frag­
mentación del mapa municipal es­
pa1iol (en parte consecuencia de los 
déficit políticos ya comentados). 

Se impone considerar a las Ad­
ministraciones Locales como una 
parte m<ÍS, exactamente como una 
tercera parte de la Administración 
Espafiola, junto al apartado central 
del Estado y las Comunidades 
Autónomas. 

Se impone, asimismo. un doble 
pacto: el de las grandes fuerza!> po­
líticas entre sí y el de los propios 
niveles de Administración entre sí. 
Es necesario establecer una relación 
de tú a tú entre los niveles institu­
ciona les, a la vei' que defender li­
neas políticas sensiblemente homo­
géneas a lo largo y ancho del terri­
torio. 

La fragmentación municipal 
acredita la tradicional debilidad re­
caudatoria de la Administraci ón 
Local al hacer fücilmente vulnerable 
su fiscalidad. Además ha sido fre-
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La fragmentación munícipal acredita la tradicional debilidad recaudatoria de la 
Administración Loes/ al hacer fácilmente vulnerable su fiscal/dad. (Palafrugell .) 

cuente, en los últimos a1ios. que las 
revisiones catastrales y sus consi­
guientes efectos hayan enfrentado a 
grupos municipales que en munici­
pios de la misma provincia, y osten­
tando la misma liliación polílica, se 
han situado. en función únicamente 
de intereses coyunturales, en posi­
ciones diametralmente opuesta:.. 
Simultáneamente, el que la mayoría 
numérica de los municipios españo­
les sean pequeños o muy pequeños, 
hace inviable. en la práctica, la ges­
tión ind1viduali7t1da para cada uno 
de ellos del Impuesto en su globa­
lidad. 

Ambas realidades constituyen el 
mejor argumento para los que nie­
gan la po~ibilidad de autonomía lo­
ca l y desean subordinar este nivel 
de la Administración a los otros 
dos. 

Sin necesidad de alterar sensible­
mente en lo sustancial (el munici­
pio) el mapa de nuestra Adminis­
tración Loca l, dcberian buscarse so­
luciones viable:; (especialmente tipo 
mancomunidades) a esta íragmenta­
dón . 

Pero la 'Olución tanto a la inca­
pacidad técnica como al bloqueo 
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político que a nivel local puede !.U­

fri r el 1B1 pasa sin duda, por el re­
l'orzamien to politico de la Adminis­
tración Local. Sólo con el adecuado 
protagonismo de sus principales be­
neficiarios podrü el IBJ adecuarse 
de manera ílexible a las diversas 
realidades del territorio y responder 
con autonomía tanto a las necesi­
dades existentes como a las respon­
sabi lidades asumidas por nuestros 
municipios. 

De todo ello, como veremos al 
comentar el Catastro, no deben salir 
beneliciados sólo los Entes Locales, 
sino el conjunto de la Administra­
ción. 

La exposición de Motivos de la 
Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales anuncia como objetivo de 
la Ley que en el campo de recursos 
trihurnrios , la reforma ha i111roduci­
do rnmbios verdadera111e11 le sus1a11-
ciales tendentes a racionali:ar el sis­
tema trihu1ario local. a modemi:ar 
las es1r11Nuras de los 1rihwos loca­
les ( ... ). Más adelante, abunda: La 
racionali:ación dl'i sis1ema trib11wrio 
local exi~ía superar una situació11 en 
las que és1e es/aba i111egrado por 1111a 
lurga lisf(( de rnsas y co111ribucio11es 



Se impone considerar a las Administraciones Locales como una parte más, exactamente 
como una tercera parte de la Administración española, junto a la Administración 
Central del Estado y las Comunidades Autónomas. (Ayuntamiento de Palafrugell .) 

especiales. y por un conj111110 de has­
ra die:. figuras imposirivas dislinlas. 

desconectadas enrre sí y carentes de 
una jusi (/lcadó11 común. 

Todos hemos de conven ir lanlo 
en lo acertado del diagnóstico como 
en que la tan citada Ley ha venido 
a corregir. efectivamente, lo denun­
ciado en su Exposición de Motivos. 
En el eje de esta reforma hallamos, 
sin lugar a dudas. el 181. 

Según datos presenlados en las 
Jornadas sobre aplicación de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Loca­
les celebradas en 1989 en Barcelona, 
puede cifrarse para la cilada pro­
vincia, en un 29,5 por 100 de los in­
gresos de los Capítulos 1, 2 y 3 los 
provinicntes de la Contribución Te­
rritorial Urbana (datos del año 
1988). Probablemenle, esle porcen­
taje está destinac.lo a aumentar con­
forme se avance en la apl icación del 
nuevo Jmpueslo, y de manera espe­
cial se persista en la mejora de las 
líneas ya emprendidas de fomia­
ción . renovación y conservación de 
catastros. 

A nadie se Je puede escapar la 
importancia de este proceso de mo­
dernización. 

La precariedad de los recursos 
económicos, situación ciertamente 
endémica en la Administración Lo­
cal Española, junlo a lo conyuntu­
ral e insuficiente de las medidas lo­
madas a partir de 1979. condujeron 
a los Ayuntamientos a auténticos 
juegos malabares para racionalizar 
los ingresos adecuados en cantidad 
a las nuevas (y mayores) necesida­
des surgidas. 

De una manera más decidida a 
partir de 1983, los municipios acep­
tan tácitamente la corresponsabili­
zación fi scal. dediccíndose especia!­
mente a la mejora de la gestión de 
la CTU. Con diricultades. vacilacio­
nes. por parte de Ja Administración 
Central. las continuas demandas 
van viéndose atendidas: e l IBI es en 
manos de los municipios un<! herra­
mienta mucho mejor que la anterior 
CTU. 

Según mi punto de vista. son 
tres características las que mejoran 
notablemente el ímpuesto y a la vez 
dan un marco de actuación claro y 
delinido a los Ayuntamientos. 

1) La propia naturaleza del he­
cho imponible, que al pasar a ser la 
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propiedad de bienes inmuebles y 
gravar su valor mejora notablemen­
te el anterior sistema basado en las 
hipotéticas rentas. 

Este cambio b~tsico, viene acom­
pañado de otros matices que van 
igl1almente en sentido favorable. 

2) La posibilidad que reconoce 
la Ley a los Ayuntamientos para fi­
jar, dentro de los márgenes que es­
tipula Ja propia Ley. el ti po imposi­
tivo y por tanto la cuota. 

Esta es una cuestión clave, mar­
cada por la Sentencia del Tribunal 
Constitucional que anuló la libre fi­
jación de tipos por los municipios. 
La solución adoptada debe recono­
cerse como satisfactoria, pues ade­
mas de dar cumplimiento a la sen­
tencia. da margen suficiente de 
autonomía para la política fiscal de 
cada consistorio, que puede modu­
lar el esfuerzo exigido en función de 
Ja variabilidad de condiciones a lo 
largo de los mandatos municipales. 

Este margen de fluctuación en 
los tipos, da a los municipios un re­
curso que pienso tiene futuro: la 
supresión de alguna o algunas de 
las tasas que por servicios obligato­
rios vienen devengándose. La oca­
sión para cruzar información en el 
propio interior del municipio (mu­
chos municipios españoles conser­
vamos una cierta estanqueidad en­
tre las diversas fuentes de recauda­
ción) redundani en mejora, tunto 
para el conuibuyente como para la 
propia Administración. 

A la vez. los nuirgenes admitidos 
para el tipo. si se combinan con las 
adecuadas diferencias entre Jos va­
lores catastrales dentro de un mis­
mo municipio. permitirán corregir 
situaciones tributarias injustas y/o 
ayudar a municipios con tipologías 
determinadas, por ejemplo, los mu­
nicipios turísticos. 

Este Lipo de municipios ha veni­
do reclamando financiaciones parti­
cularizadas en función de nuestras 
cspecilicidades; pienso que una apli­
cación estudiada del 1 Bl puede re­
solver en parte (sólo en parte) las 
necesidades particulares; a la vez, 
creo que modulcíndolo adecuada­
mente, puede ser útil a políticas sec-



torialcs o globales a nivel mun1c1-
pal. incluso más allá del ejemplo tu­
rístico. 

3) La gestión del impuesto, que 
comentaré en la ultima parte del ar­
tículo, desarrollada restrictiva mente 
podría ser poco complacien te. poco 
respetuosa con la autonomía muni­
cipal. 

No obstante, se hace necesario 
esperar el desa1Tollo reglamentario 
(que no debería demorarse en su 
aparición) sobre los convenios de 
colaboración. ventana que la Ley 
Reguladora dejó abierta, y que 
constituye. a pesar de los temores, 
una oportunidad sensible de me­
jora. 

El Catastro, piedra angular 

El complejo entramado del IB I. 
con sus bondades anunciadas. más 
las que la práctica ponga de mani­
liesto. descansa sobre el Catastro. 

Todas las afirmaciones hechas y 
denunciadas hasta ahora sobre la 
situación de las finanzas locales tie­
nen su mejor expresión en Ja histo­
ria del Catastro en España. La 
enorme cantidad de información 
que se contiene en un Catastro co­
rrecto (y no necesariamente debe es­
tar afecta exclusivamente a la Polí­
tica Fiscal) ha sido enemigo publico 
numero uno de hacendados, rentis­
tas, caciques y demás estamentos 
socia les que hasta 1979 habían de­
tentado en exclusiva el poder local 
español. Registro y bases de da tos 
sueltos, valoraciones propias de la 
última asonada carlista. abandono 
y picaresca configuraban la triste 
realidad de nuestro Catastro. 

Sólo con la acción combinada 
de los Gobiernos democráticos (es­
pecialmente desde el primer Gobier­
no Socia lista en 1982 y de los 
Ayuntamientos constitucionales), 
han empezado a mejorar Ja calidad. 
fiabi lidad y uti lidad de nuestro~ ca­
tas! ros. 

Pero sería un error pensar que 
les preocupa, o les es necesario tan 
sólo a los Ayuntamientos tener un 
Catastro de calidad. En el campo 
estrictamente liscal (reitero que el 

Ca tast ro tiene otros intereses ade­
más del liscal) son los tres niveles 
de Administración los que estan in­
teresados en la fiabilidad del Ca­
lastro. 

A título de ejemplo. examinemos 
la físca lid ad sobre la vivienda: se­
gún J FStJS R UIZ-H UARTF., aparece­
rían hasta 11 figuras diferentes. so­
metidas t1 la competencia de Admi-
11i.1·rracio11e.v alternativas ( cut11ro a la 
Administración Central. l'LWtro a la 
Autonómica y tres t1 la Local) ( ... ) . 

No obstante, el valor catastral. 
at'.1n hoy. no es el único aplicado, y 
así nos encontramos ante la situa­
ción de que un mismo bien inmue­
ble es valorado de distin ta (incluso 
de muy distinta) forma segun el im­
puesto que devengue y a la Admi­
nistración que le corresponda. 

Este cs. a mi parecer. el primer y 
básico argumento (que casi haría 
innecesarios otros) para que el inte­
rés de todas las Administraciones 
españolas concluyan en la forma­
ción. revisión. mantenimiento y ges­
tiones correctas de un buen Catas­
tro. M ARÍA JosÉ LLOMBARr, Sub­
directora de Gestión e Inspección de 
Tributos Inmobiliarios. en su traba­
jo litulado El Impuesto de Bienes 
/11muehle.1· en la Ley Reguladora de 
las Haciendas Lornles. sintetiza la 
importancia del Ca tastro: La co11ve-
11ie11cia de un Cawstro único, multi­
(inalitario y coordinado ( ... ) es algo 
que nadie discut<' en la actualidad. 
Más adelante escribe: (es co11l'enie11-
te) ( ... J tanto para establecer una 
hase homogénea y objetiva de crite­
rios ( ... ) garo11 r i:a11do una iRualdad 
e11 todo el territorio 11acio11al ( ... ) 
t'stablecer u11 soporte fundamental 
que posihilite la adecuada coordina­
ción de los dii•ersos trihutos ( . .. ). 

No obstante Jo comentado hasta 
ahora, conviene relacionar. desde 
un punt o de vista munici pal. a lgu­
nas características del Catastro y su 
relación con los Ayuntamientos y 
las necesarias mejoras que a raíz de 
la implantación del 18 1 cabe espe­
rar. 

Los márgenes sdmllídos para el lfpo 
permitirán corregir situaciones tributarlas 

injustas y/o ayudar a municipios con 
t1pologias determinadas. 
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En primer lugar, es preciso des­
tacar Ja imprescindible participa­
ción municipal en la formación del 
Catastro: el correcto trabajo de 
campo y la información para la co­
rrecta tasación deberían hacerse en 
estrecha colaboración con los muni­
cipios afectados. A nadie se Je escu­
pa que estas dos cuestiones son bá­
sicas para la obtención de un buen 
Catastro. Pero llegados a este pun­
to. es forzoso citar cuatro debilida­
des con las que habrá que contar a 
la hora de mejorar el panorama ac­
tual: 

1) El alejamiento y la excesiva 
rigidez. (en gran parte consecuencia 



obligada la segunda del primero) de 
los organismos lerriloriales del Cen­
tro de Gestión Catastral. A pesar de 
los numerosos y positivos adelantos 
experimentados por el Centro. es 
muy frecuente que las demarcacio­
nes territoriales tengan una situa­
ción suficientemente compleja en un 
ámbito como para que sea fácil 
abarcarlas. La vía de solución pue­
de ser los convenios que más ade­
lante se comentarán. 

2) La ya citada debilidad políti­
ca y de gestión de la Administra­
ción Local. No debe extrañar que lo 
comentado anteriormente facilite a 
los municipios el escurrir el hulw a 

la hora de valorar correctamente los 
bienes inmuebles. A lo ya escrito es 
oponuno añadir ahora un factor 
básico en este ámbito y que consti­
tuye hoy un gran déficit en el muni­
cipalismo español: la correcta infor­
matización de los municipios. 

La historia de insuficiencias po­
líticas y de fragmenLación hasLa la 
taifa que constituye la trayectoria 
de los Ayuntamientos constitucio­
nales tiene su quintaesencia en los 
procesos de informatización expe­
rimentados. En síntesis, debe afir­
marse. con cierto rubor, que hemos 
sido pasto de la voracidad vendedo­
ra de las marcas comerciales que 
han encontrado en el espectacular 
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crecimiento municipal un cliente re­
signadamente liel , totalmente con­
formado, desinformado hasta lo 
impensable, en definitiva, una im­
prevista tierra de promisión. 

Los resultados son obvios: no 
existe hoy una base mínima sobre la 
que se pueda montar una circula­
ción de información que asegure 
tanto la viabilidad como la seriedad 
y eficacia de la colaboración, desde 
todo punto de vista imprescindible, 
entre el Centro y los municipios. 

En mi opinión, esta realidad es 
un auténtico talón de aquiles que 
significará un nivel de problemática 
en la aplicación del IBI. Pero aún 
así, pienso que debe tomarse como 
conocimiento de la situación real y 
no como excusa para aplicar una 
política cicatera en la colaboración 
entre Administraciones. Debe avan­
zarse decididamente en la supera­
ción tanto de los problemas de me­
canización como de Jos que, de ín­
dole más general y ya enunciados, 
constituyen la debilidad municipal. 

3) La debilidad política y los 
problemas de insuficiente capacidad 
de gestión de los municipios no han 
podido ser sustituidos en su globa­
lidad por la Administración Central 
bajo las diversas formas que ha to­
mado. 

En su lugar han existido, y exis­
ten todavía, en un papel de podero­
sos intermediarios, un amplio con­
junto de empresas más o menos 
especializadas en la gestión de la 
anterior CTU. Nada más elocuente 
que el dato que figura en Ja Memo­
ria 1987/ 1988, del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tribu­
taria: El 43.7 por 100 del presupues­
to total de 1987 y el 47,5 por 100 del 
de 1988 va destinado bajo el concep­
to trabajos realizados por otras em­
presas a pagar los trabajos de revi­
siones, acwalizaciones e1c .. que a lo 
largo y ancho del territorio espmiol 
vienen efecwando dichas empresas. 

Empresas de muy diversa índole: 
desde las que tienen carácter públi­
co o semipúblico, hasta las que con 
carácter privado y territorialmente 
ceñidas a un ámbito tienen -o han 
tenido- un desarrollo vinculado a Ja 



Gerencia correspondiente. 
Desde un punto de vista mun ici­

pal. la experiencia no ha sido, gene­
ralmente, satisfactoria. La aparición 
de un tercero en los procesos de re­
visión catastral tiene varios defec­
tos: 

• La filosofía de las empresas no 
e'l, en el mejor de los casos. co1nc1-
dcntc con lu de la Administración. 
En detcnninados casos puede haber 
llegado a ser. incluso. contradicto­
ria. 

• Los procesos de contrawción 
de tales empresas suelen hacer aún 
más lenta la tramitación del conjun­
to de trabajos. 

• La circulación de la informa­
ción sobre los 1 rabajos y la coordi­
nación entre las dos Admini'\tracio­
nes afectadas pierde en agilidad y 
eficacia por la aparíción del inter­
mediurio. 

• No siempre se ha co111n.1stado 
previamente la solvencia de las em­
presa!> contratadas. Los resultado~ 

han sido trabajo~ francamente de­
fectuosos en numerosas ocasiones. 

Todo este pan<.Hama aconseja. 
según mi parecer. segui r la pautu de 
ir fortaleciendo tanto los lalm co­
mo las capacidades técnica!> de la 
Adm1n1strución para que é::.ta no se 
vea obligada a ceder un protagonis­
mo que Je corresponde y al que no 
debe renunciar. A la vez. la conse­
cuencia de buenos y lía bles catas­
tros ha de hacer innecesario la ma­
yor parte del volumen de trabajo 
hasta ahora realindo. 

• La propia normativa que de­
sarrolla la Ley Reguladora. Sin 
querer entrar en una crítica que co­
rrespondería, s1 hubiera lugar. a los 
técnicos en este impuesto, s1 que es 
conveniente relacionar uno de sus 
puntos más problemáticos: la con­
creción de valores para cada inmue­
ble sujeto a tributación . La tasación 
debe ser, seguramente. el punto de 
mayor complejidad en este Im­
puesto. 

En mi opinión. la antigua CTU 
no resolvió adecuadamente Ja cues­
tión. En muchas poblaciones espa­
ñolas. por ejemplo. los valores atri­
buidos a los diversos sectores no re-

ílejaron jamüs las autenucas refe­
n.:ncias de valores de mercado. Otro 
ejemplo que puede aducirse es prüc­
ticamente general: los valores de los 
solares no guardaban. con respecto 
a los de mercado, Ja misma relación 
que las viviendas. 

Durante el pac;ado año. se ha 
publicado un apreciable conjunto 
de normas, pero e:. i ne vi table pre­
guntarse hasta qué punto no tienen 
un carácter excesivamente conti­
nuista. Tomando como ejemplo la 
Orden de 28 de diciembre de 1989. 
por la que se aprueban las Normas 
Técnicas de Valoración y el Cuadro 
Marco de Valores del Suelo y las 
Construcciones. se pueden leer tex­
tualmente frases del siguiente tenor: 
Se lia comprohado s11 e/imcia (de la 
anugua norma) lllllto en lo referente 
e1 la jijaci1í11 de valores cata11ra­
l11.1 como ll lll coordi11llciÓ11 de los 
lllÍ.\1110.\'. 

Preocupa que no -;e reconozcan 
las numerosas lagunas e insuficien­
cias que se produjeron en forma­
ciones y revisiones catastrales antes 
de la implantación del 1 BI. 

Debería procurarse una mayor 
agilidad en los procesos de forma­
ción y revisión, pues frecuentemente 
los cambios urbanístico:-. se adaptan 
mucho mejor a la realidad -siempre 
drnámica de los bienes inmueble:, 
que los procesos de in1ervención en 
el Catastro. A su vez. estos cambios 
urhanísuco-. suelen tener un trámite 
admini:;trativo nuís nípido y ílexible 
que su" correspondientes va riacio­
nc!t cata::.tralcs. 

Para lograr esto es imprescindi­
ble arbitrar entre Administraciones 
canales de inrormación do1ados de 
un grado de automatismo suficien­
te. Y en logica consecuencia la for­
mación de Ponencias debería ílexi­
hilizarse en su tasación (por la 
enorme di\ersidad de los valores 
inmuebles) y adaptar'ie con pronti­
tud a los frecuentes cambios urbu­
níst1cos. 

En último aparlado. planteo una 
problemauca que subsiste una vez 
formalizado un buen Catastro: M I 

mantenimiento. De poco servirá dis­
poner de un buen Catastro. objetivo 
que ya se ha empezado a conseguir. 
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<;i no podemos mantenerlo vivo en 
toda su enorme complejidad. El 
gran objetivo po lítico del ma n teni­
miento del Cata!ttro no es otro que 
evitar las, aunque distantes en el 
tiempo, espectacula res actua lizacio­
nes catastrales que concitan la in­
comprensión y protesta generaliza­
da de los contribuyentes. A la vez, 
tampoco la Administración se bene­
ficia de este sistema q uc debería ya 
erradicarse. 

Formación. mantenimiento y re­
visión del Catastro se erigen así en 
el punto de encuen tro de las dos 
Administraciones más directamente 
implicadas. La colaboración entre 
ellas ~e impone, s1 queremos superar 
las dc!iciencias observadas. 

La cola boración entre 
Administraciones 

Desde un punto de vista munici­
pali:.LU, hay una primera e ineludi­
b le premisa a l hablar de co labora­
ción entre Administraciones: el 
respeto y reconocimiento de la 
autonomía local tal como repetid::i­
mente se ha enunciada en las Leyes 
füís1cns del Estado. Desde un punto 
de Vl\ta general coexiste otra prime­
ra premisa: el cumplimiento exacto 
de la Ley Reguludora, que en el Ar­
ticulo 78. deiermi na claramente qué 
nivel de gestión corresponde a cada 
Administración. y cómo. por la vía 
del convenio. puede optimiza rse 
tanto la colaboración entre Admi­
nistraciones como el reconocimiento 
de la autonomía local. 

Es necesurio. a mi parecer. ace­
lerar al máximo el desurrollo nor­
mativo que regule lo que el Artículo 
78 de la Ley Reguladora prevé. Se­
ria deseable que se partiera del con­
vencimiento de que, con todas sus 
insuficiencias. los municipios espa­
ñoles en concreto y la Administra­
ción Local en general, pueden tratar 
de tlÍ a 11í (permitaseme la expresión 
coloquial) al resto de la Adminis­
tracion, y suscribir la colaboración 
de igual a igual. 

Reconocida y aceptada la ti tula­
ridad estatal (a través del Centro) 
de la gestión catastral. no puedo 



Frecuentemente los cambios urbanfsticos 
se adaptan mucho mejor a la realidad 
que los procesos de Intervención del 
Catastro. (Pla.¡:a Nova. Palafrugell.) 

suscribir, en este aspecto. la rotun­
didad del texto de MARÍA .Jos1" 
LLOMBART, antes citada, cuando 
alinna en referencia al tema de ges­
tión catastral que dehe prew1lecer 
así u11 interés superior o .~upra1erri10-
rial de manera que s11 co11sideració11 
como función es1atal. no sólo resulta 
justificada por las compe1e11cias esta­
tales en ma1eria de Eco110111ía y Ha­
cienda en general. sino por la necesi­
dad de gara111izar la igualdad de los 
ciudadanos en iodo el 1erri1orio 11a­
cio11al )' por su general incidencia 
sobre amplios sec/Ores. que requieren 
gra11des dosis de homogeneidad. 

Fuera de toda duda la titulari­
dad del Estado y el objetivo de ga­
rantizar la igualdad de los ciudada­
nos, preocupa que se quiera llegar a 
ello en base a grandes dosis de lzo­
mogeneidad y asimilando la supra-
1erri1oria/idad con lo superior. Es­
tos principios podrían dar lugar a 
una normativa poco elástica. poco 
adaptada a las muy diversas reali­
dades locales, en definitiva, poco 
respetuosa con la autonomía local, 
y que en concordancia con lo ya es­
crito anteriormente herede algunos 
de los defeclos del pasado. 

Aparte de un planteamiento bá­
sico correcto, los convenios, como 
experiencia de colaboración, deben 
reunir otra serie de condiciones pa-

ra cumplir los objetivos deseables: 

l) Total íluidez de la informa­
ción. tanto en la gestión catastral 
como en la gestión tributaria. De­
ben regularse las mutuas obligacio­
nes entre el Centro de Gestión Ca­
tastral y las Administraciones Loca­
les diseñando la operatividad de 
intercambio regular de datos. Del 
acierto de esta regulación dependen 
tres objetivos: 

En gran manera se podrá man­
tener actualizado el Catastro. Un 
segundo objetivo, aün no citado en 
el artículo, pero también de gran 
transcendencia, depende casi en ex­
clusiva de la fluida y corrccla rela­
ción entre Administraciones: no es 
otro que la participación del con­
tribuyente en la gestión, tamo del 
Catastro como tributaria. El atribu­
to de AdministraL'ión más próxi111a 
que caracteriza a los Ayuntamientos 
juega en favor de la comprensión, 
aceptación. colaboración y correc­
ción del administrado en referencia 
al IBI. No se puede olvidar, tampo­
co, la obligación de la Administra­
ción para hacer más fáciles las rela­
ciones con ella al administrado. 

Un tercer objetivo asequible des­
de la colaboración es la revisión, 
inspección y control del 1 Bl, hasta 
hoy realmente escaso. En efecto, a 
las inercias y lentitudes congénitas 
de la CTU se une una determinada 
cultura del fraude, ampliamente ex­
tendida en nuestra sociedad, con el 
resultado de un progresivo deterio­
ro del Catastro y una falta de inte­
rés global en el control. 

Al conocimiento de la situación 
real de los municipios deben sumár­
sele los medios y condiciones del 
Centro para obtener una inspección 
eficaz. 

2) El ámbito o régimen jurídico 
del convenio debe ser claro, defini­
do de forma precisa, y según mi 
opinión, en un abanico relativamen­
te reducido. Sin llegar a un único 
modelo de convenio, no es conve­
niente tampoco una gran disper­
sión. 

Deberían objetivarse las condi­
ciones requeridas en medios técni­
cos. de personal, etc .. necesarias pa-
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ra llegar al convenio y estimular la 
unión de esruerzos entre munici­
pios, logrando un convenio comün 
para los que voluntariamente se 
agrupen con este fin. No creo nece­
sario establecer delimitaciones ad­
ministra ti vas ya existen tes, bien 
sean de carácter general. bien sean 
de mancomunidades de servicios. 
Aunque pueda plantearse algün 
problema de índole legal, cabe ape­
lar a la imaginación para superarlo. 
Así, la implantación territorial de 
los convenios en agrupaciones es­
po111ánea:; de municipios lograría 
unidades de gestión notablemente 
homogéneas en su problenuítica. 

El objetivo de esta segunda con­
dición no seria otro que lograr ex­
tender al maximo la práctica de los 
convenios. 

3) El régimen económico de los 
convenios no debería constituir una 
sobrecarga económica para los 
Ayuntamientos que los firmen. 

Los objetivos de la colaboración 
(transparencia, agilidad, mayor par­
ticipación del ciudadano, buen 
mantenimiento del Catastro, etc.) 
interesan. como ya se ha dicho a 
todos. 

No sería lógico que la Adminis­
tración que detenta la competencia 
y, por la vía del convenio, se des­
prenda en todo o en parte de su ma­
terialización , pero no de su üllima y 
superior capacidad de decisión. 
aprovechara el convenio para una 
peculiar política de ahorro. 

Antes al contrario, los convenios 
firmados deberían ir acompañados 
de la correspondiente dotación eco­
nómica. En caso contrario. se pro­
duciría. en la practica, el regreso a 
las épocas. hoy felizmente supera­
das, en que los Ayuntamientos su­
fragábamos en parte los antiguos 
Consorcios. 

A modo de conclusión resta de­
cir que después de una azarosa mar­
cha de las finanzas municipales, la 
aparición de la Ley Reguladora, y 
en el marco del TBI, consolida unas 
coordenadas, que si bien no definen 
una situación totalmente satisfacto­
ria. mejoran notablemente la ante­
rior. 
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